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INFORME SOBRE CONTENIDOS DE DISCAPACIDAD DEL REAL DECRETO 1707/2011, DE 18 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE REGULAN LAS PRÁCTICAS ACADÉMICAS EXTERNAS DE LOS ESTUDIANTES UNIVERSITARIOS (BOE 10 DE DICIEMBRE DE 2011)
Para analizar el presente Real Decreto debemos partir de la Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Organización de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, entrando en vigor en nuestro ordenamiento jurídico el 3 de mayo de 2008.
El artículo 5.3 establece que con el fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables, entendiéndose por éstos: las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
Posteriormente, en el artículo 24.2 referido a la educación dispone que con el fin de hacer efectivo el derecho a la educación, los Estados Partes asegurarán que se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales y que se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión. En el apartado quinto del presente artículo vuelve a referirse a que los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad

Ya por último, en el artículo 27 de la Convención, referido a trabajo y empleo, establece que los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:
h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas de acción afirmativa, incentivos y otras medidas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto.
Estos tres apartados encajan perfectamente con el espíritu de la norma que se analiza que no es otro que el alumnado adquiera experiencia laboral a través del desarrollo de las prácticas académicas externas.
También debemos referirnos a lo que dispone el artículo 1.1. de la Ley de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal. Se entiende por igualdad de oportunidades la ausencia de discriminación, directa o indirecta, que tenga su causa en una discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, económica, cultural y social.

A través del análisis de este Real Decreto se aprecia si se articulan las medidas que eviten la discriminación indirecta, así como que se disponen los apoyos necesarios para lograr la igualdad de oportunidades con el resto de sus compañeros y compañeras.

El origen de la regulación de las prácticas académicas radica en el Estatuto del Estudiante Universitario, aprobado por Real Decreto 1791/2010, de 30 de diciembre. En el capítulo VI titulado “De la programación docente y evaluación del estudiante de enseñanzas que conducen a la obtención de un Título Oficial” se regulan, en su artículo 24, las prácticas académicas externas, tanto curriculares como extracurriculares. Todas las cuestiones que regula el mismo son desarrolladas minuciosamente  por el Real Decreto objeto de este informe.

La única alusión que encontramos sobre discapacidad es en el apartado 4 cuando dispone que “para la realización de las prácticas externas, las universidades impulsarán el establecimiento de convenios con empresas e instituciones fomentando que éstas sean accesibles para la realización de prácticas de estudiantes con discapacidad”.   
En este mismo sentido, en el apartado de derechos, el Estatuto del Estudiante Universitario, reconoce en su artículo 8 el derecho de los estudiantes de Grado a «disponer de la posibilidad de realización de prácticas, curriculares o extracurriculares, que podrán realizarse en entidades externas y en los centros, estructuras o servicios de la Universidad, según la modalidad prevista y garantizando que sirvan a la finalidad formativa de las mismas» (apartado f) y a «contar con tutela efectiva, académica y profesional en las prácticas externas que se prevean en el plan de estudios» (apartado g). 

Asimismo, en el ámbito de los derechos de las personas con discapacidad, el artículo 7, referido a los derechos comunes de los estudiantes universitarios dispone el derecho de los estudiantes «a la igualdad de oportunidades, sin discriminación alguna, en el acceso a la Universidad, ingreso en los centros, permanencia en la Universidad y ejercicio de sus derechos académicos» (apartado b). Debe ponerse en conexión con el artículo 4 referido a la No Discriminación que establece que «todos los estudiantes universitarios tienen derecho a que no se les discrimine por razón –entre otras muchas otras- de discapacidad».
Se pasa ahora a analizar el Real Decreto 1707/2011, de 18 de noviembre, por el que se regulan las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios.
En la nueva ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales, introducida -por exigencias del proceso de construcción del Espacio Europeo de Educación Superior- por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y desarrollada por el Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, se ha puesto un especial énfasis en la realización de prácticas externas por los estudiantes universitarios, previendo que los planes de estudios de Grado contendrán «toda la formación teórica y práctica que el estudiante deba adquirir», entre la que se mencionan «las prácticas externas» (artículo 12.2), y que «si se programan prácticas externas, estas tendrán una extensión máxima de 60 créditos y deberán ofrecerse preferentemente en la segunda mitad del plan de estudios» (artículo 12.6).
El objeto del presente Real Decreto es el desarrollo de la regulación de las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios.

El artículo 2 define que las prácticas académicas externas constituyen una actividad de naturaleza formativa realizada por los estudiantes universitarios y supervisada por las Universidades, cuyo objetivo es permitir a los mismos aplicar y complementar los conocimientos adquiridos en su formación académica, favoreciendo la adquisición de competencias que les preparen para el ejercicio de actividades profesionales, faciliten su empleabilidad y fomenten su capacidad de emprendimiento.

Con la realización de las prácticas académicas externas se pretenden alcanzar los siguientes fines (artículo 3):
a) Contribuir a la formación integral de los estudiantes complementando su aprendizaje teórico y práctico.
b) Facilitar el conocimiento de la metodología de trabajo adecuada a la realidad profesional en que los estudiantes habrán de operar, contrastando y aplicando los conocimientos adquiridos.
c) Favorecer el desarrollo de competencias técnicas, metodológicas, personales y participativas.
d) Obtener una experiencia práctica que facilite la inserción en el mercado de trabajo y mejore su empleabilidad futura.
e) Favorecer los valores de la innovación, la creatividad y el emprendimiento.

Las modalidades de prácticas académicas externas serán curriculares y extracurriculares (artículo 4):

a) Las prácticas curriculares se configuran como actividades académicas integrantes del Plan de Estudios de que se trate.
b) Las prácticas extracurriculares, son aquellas que los estudiantes podrán realizar con carácter voluntario durante su periodo de formación y que, aún teniendo los mismos fines que las prácticas curriculares, no forman parte del correspondiente Plan de Estudios. No obstante serán contempladas en el Suplemento Europeo al Título conforme determine la normativa vigente.
El artículo 6 concreta los contenidos y requisitos del proyecto formativo. En el mismo se establece la realización de cada práctica académica externa que deberá fijar los objetivos educativos y las actividades a desarrollar. Los objetivos se establecerán considerando las competencias básicas, genéricas y/o específicas que debe adquirir el estudiante. Asimismo los contenidos de la práctica se definirán de forma que aseguren la relación directa de las competencias a adquirir con los estudios cursados.

El apartado 2 establece que se procurará que el proyecto formativo se conforme siguiendo los principios de inclusión, igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

El artículo 7 establece el procedimiento para desarrollar las prácticas académicas, el cual será a través de Convenios de Cooperación Educativa, suscrito entre las universidades – o las entidades gestoras de prácticas a ellas vinculadas- y las entidades colaboradoras (empresas, instituciones y entidades públicas y privadas en el ámbito nacional e internacional). Fomentarán que éstas sean accesibles para la realización de prácticas de estudiantes con discapacidad procurando la disposición de los recursos humanos, materiales y tecnológicos necesarios que aseguren la igualdad de oportunidades.

En el apartado 2 se establece el contenido del marco regulador de los Convenios entre dichas entidades junto con el estudiante. Las estipulaciones básicas o los anexos que las desarrollen deberán integrar al menos:
a) El proyecto formativo objeto de la práctica a realizar por el estudiante.
b) El régimen de permisos a que tenga derecho con arreglo a la normativa vigente. En este apartado sería bueno contemplar la necesidad de permisos para los estudiantes con discapacidad, por causas derivadas de su discapacidad. 
c) Las condiciones de rescisión anticipada de la práctica en caso de incumplimiento de sus términos.
d) En su caso, el régimen de suscripción y pago de seguros, tanto de accidentes como de responsabilidad civil.
e) La existencia, en su caso, de una bolsa o ayuda de estudios para el estudiante y la forma de su satisfacción.
f) La protección de sus datos.
g) La regulación de los eventuales conflictos surgidos en su desarrollo.
h) Los términos del reconocimiento de la universidad a la labor realizada por los tutores de la entidad colaboradora.
Sería aconsejable introducir un apartado, en el caso de estudiantes con discapacidad, con los ajustes necesarios para desarrollar plenamente su período de prácticas. 
Durante la realización de las prácticas académicas externas, los estudiantes tendrán los siguientes derechos (artículo 9) entre los que destacamos:
a) A la tutela, durante el período de duración de la correspondiente práctica, por un profesor de la universidad y por un profesional que preste servicios en la empresa, institución o entidad donde se realice la misma.
b) A la evaluación de acuerdo con los criterios establecidos por la Universidad.
h) A disponer de los recursos necesarios para el acceso de los estudiantes con discapacidad a la tutela, a la información, a la evaluación y al propio desempeño de las prácticas en igualdad de condiciones.
i) A conciliar, en el caso de los estudiantes con discapacidad, la realización de las prácticas con aquellas actividades y situaciones personales derivadas o conectadas con la situación de discapacidad. Nos referimos a ello en el apartado anterior, con respecto al régimen de permisos durante el periodo de prácticas.

Durante la realización de las prácticas académicas externas los estudiantes deberán atender al cumplimiento de los siguientes deberes, entre los que destacamos, el de incorporarse a la entidad colaboradora de que se trate en la fecha acordada, cumplir el horario previsto en el proyecto educativo y respetar las normas de funcionamiento, seguridad y prevención de riesgos laborales de la misma. Por ello, es importante fijar las necesidades del estudiante con discapacidad, así como el régimen de permisos.
Con respecto a la tutorización de las prácticas, para la realización de las mismas, los estudiantes contarán con un tutor de la entidad colaboradora y un tutor académico de la universidad. 
El tutor designado por la entidad colaboradora deberá ser una persona vinculada a la misma, con experiencia profesional y con los conocimientos necesarios para realizar una tutela efectiva. No podrá coincidir con la persona que desempeña las funciones de tutor académico de la universidad.
Las universidades facilitarán a los tutores de estudiantes con discapacidad la información y la formación necesarias para el desempeño de esta función (artículo 10.4.).

Entre los deberes del tutor de la entidad colaboradora (artículo 11) encontramos dos muy importantes para el desarrollo efectivo de las prácticas por el estudiante con discapacidad:

g) Proporcionar al estudiante los medios materiales indispensables para el desarrollo de la práctica.

k)  Prestar ayuda y asistencia al estudiante, durante su estancia en la entidad, para la resolución de aquellas cuestiones de carácter profesional que pueda necesitar en el desempeño de las actividades que realiza en la misma.

Asimismo, entre los deberes del tutor académico de la Universidad (artículo 12) encontramos un deber importante:

g)  Supervisar, y en su caso solicitar, la adecuada disposición de los recursos de apoyo necesarios para asegurar que los estudiantes con discapacidad realicen sus prácticas en condiciones de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

Ambos deberes, los del tutor académico y los del tutor de la entidad colaboradora deben ser conectados con la disposición contenida en el artículo 10.4. por la cual las Universidades facilitarán a ambos la información y la formación necesarias para llevar desarrollar correctamente la tutorización de los estudiantes con discapacidad. 

El artículo 13 regula el informe de seguimiento intermedio y final que debe emitir la entidad colaboradora. El tutor de la entidad colaboradora realizará y remitirá al tutor académico de la universidad un informe final, a la conclusión de las prácticas, que recogerá el número de horas realizadas por el estudiante y en el cual podrá valorar los siguientes aspectos referidos, en su caso, tanto a las competencias genéricas como a las específicas, previstas en el correspondiente proyecto formativo:
a) Capacidad técnica.
b) Capacidad de aprendizaje.
c) Administración de trabajos.
d) Habilidades de comunicación oral y escrita. En el caso de estudiantes con discapacidad que tengan dificultades en la expresión oral, deberá indicarse el grado de autonomía para esta habilidad y si requiere de algún tipo de recurso técnico y/o humano para la misma.
e) Sentido de la responsabilidad.
f) Facilidad de adaptación.
g) Creatividad e iniciativa.
h) Implicación personal.
i) Motivación.
j) Receptividad a las críticas.
k) Puntualidad
l) Relaciones con su entorno laboral
m) Capacidad de trabajo en equipo.
n) Aquellos otros aspectos que se consideren oportunos.

Por otra parte, el artículo 17 dispone que las universidades establecerán procedimientos de configuración de la oferta, difusión, solicitud y adjudicación de las prácticas externas de conformidad con criterios objetivos previamente fijados y garantizando, en todo caso, los principios de transparencia, publicidad, accesibilidad universal e igualdad de oportunidades.
En la organización y desarrollo de las prácticas se procurará que la realización de las mismas conlleven el menor sobreesfuerzo económico para los estudiantes. Este punto es importante, ya que existen actualmente varios programas donde el coste de las prácticas de los estudiantes universitarios con discapacidad son asumidos enteramente por la Universidad y no por la entidad colaboradora o por el estudiante.

También establece este artículo que las universidades otorgarán prioridad a los estudiantes que realizan prácticas curriculares frente a los que solicitan prácticas extracurriculares. Asimismo se otorgará prioridad en la elección y en la adjudicación de prácticas a los estudiantes con discapacidad, con objeto de que puedan optar a empresas en las que estén aseguradas todas las medidas de accesibilidad universal, incluidas las referidas al transporte para su traslado y acceso a las mismas.
Así pues, podemos comprobar que se han regulado correctamente los aspectos referidos a las necesidades de los estudiantes con discapacidad en el presente Real Decreto que regula las prácticas académicas externas. 

Diciembre, 2011.
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